
P O N E N C I A S

DIRECTORES: 

(Artículo 36,  Ley 5ª de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XXXII - Nº 1466     Bogotá, D. C., miércoles, 18 de octubre de 2023  EDICIÓN  DE  17  PÁGINAS

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

C Á M A R A   D E   R E P R E S E N T A N T E S

JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

GREGORIO ELJACH PACHECO
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

G a c e t a   d e l   C o n g r e s o
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA 
PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 
ORGÁNICA NÚMERO 230 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se modifica la Ley 5ª de 1992, 
Congreso virtual. con el fin de implementar una 
plataforma digital exclusiva para la participación 
ciudadana en los proyectos de ley del Congreso 
y se fortalecen los mecanismos de participación 

ciudadana.

Bogotá, D. C., octubre de 2023
Presidente
ÓSCAR HERNÁN SÁNCHEZ LEÓN
Comisión Primera Constitucional
Cámara de Representantes
Ciudad 
Referencia: Informe de ponencia para 

primer debate al Proyecto de Ley Orgánica 
número 230 de 2023 Cámara, por medio de 
la cual se modifica la Ley 5ª de 1992, Congreso 
Virtual. Con el fin de implementar una plataforma 
digital exclusiva para la participación ciudadana 
en los proyectos de ley del Congreso y se fortalecen 
los mecanismos de participación ciudadana.

Respetado Presidente.
En cumplimiento del encargo hecho por la 

honorable Mesa Directiva de la Comisión Primera 
de la Cámara de Representantes y de conformidad 
con lo establecido en el artículo 156 de la Ley 5ª 
de 1992, procedo a rendir informe de ponencia 
para primer debate al Proyecto de Ley Orgánica 
número 230 de 2023 Cámara, por medio de la cual 
se modifica la Ley 5ª de 1992, Congreso Virtual. 
Con el fin de implementar una plataforma digital 
exclusiva para la participación ciudadana en los 

proyectos de ley del Congreso y se fortalecen los 
mecanismos de participación ciudadana.

I. OBJETO DEL PROYECTO  
DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto de ley orgánica tiene como objeto 
implementar una plataforma digital exclusiva para 
la interacción entre ciudadanos y Congresistas, que 
permitan un efectivo pronunciamiento sobre los 
proyectos de ley frente a los trámites legislativos, 
y, así, participar en la construcción y aporte a 
los mismos, de acuerdo con lo establecido en la 
presente ley.

Busca que se permita la participación en 
la manifestación ya sea a favor o en contra, 
y se formulen propuestas específicas sobre el 
particular; con el ánimo de fortalecer los canales 
y mecanismos de participación ciudadana en el 
Congreso de la República, de que trata el capítulo 
noveno de la Ley 5ª de 1992 (De la participación 
ciudadana en el estudio de los proyectos).

II. TRÁMITE DEL PROYECTO. 
El presente proyecto de ley fue radicado ante 

la Secretaria General de la honorable Cámara 
de Representantes el 13 de septiembre de 2023 
por los honorables Representantes a la Cámara: 
Marelen Castillo Torres, Gerson Lisímaco 
Montaño Arizala, Orlando Castillo Advíncula, 
José Jaime Uscátegui Pastrana, Juan Manuel 
Cortés Dueñas, Erika Tatiana Sánchez Pinto y 
Ana Rogelia Monsalve Álvarez, publicado en la 
Gaceta del Congreso número 1329 de 2023 y 
remitido por competencia a la Comisión Primera 
de la honorable Cámara de Representantes.

III. ANTECEDENTES DEL PROYECTO.
La participación ciudadana, está consagrada 

en la Declaración Universal de los Derechos 
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Humanos, como reconocimiento al derecho a 
participar, asociarse, manifestarse, participar 
en lo público, ser escuchados por el Estado. Sin 
lugar a duda, la participación ciudadana, en el 
desarrollo de las políticas públicas, es un aspecto 
central, toda vez que posibilita la opinión de todos 
los ciudadanos en todas sus etapas, generando 
políticas más efectivas y cercanas a las necesidades 
reales de la población, contribuye a aportar a un 
componente central en la construcción de país, 
fomentando y fortaleciendo la democracia.

El Gobierno nacional de Colombia, ha venido 
garantizando el derecho a la participación 
democrática, enfocado en los derechos de los 
ciudadanos, y su contribución en los asuntos 
públicos; desarrollando mecanismos jurídicos 
y administrativos  que permiten a la ciudadanía 
ejercer su derecho a participar en la vida política, 
administrativa, económica, social y cultural 
y en general en lo público, a fin de lograr una 
transformación social mediante la formulación de 
políticas públicas de mayor calidad, legitimidad, 
transparencia y confianza en las Instituciones, 
lucha anticorrupción y  formación de una 
ciudadanía activa y su relación con el Estado.

El Congreso de la República, como representante 
del pueblo, que se debe a la ciudadanía, responsable 
de las reformas Constitucionales, a través de los 
actos legislativos, del trámite y aprobación de 
proyectos de ley, elecciones de cargos importantes 
como el Contralor General de la República, 
debates de control político, como otras actividades 
legislativas y administrativas a  cargo, tiene 
también la responsabilidad de desarrollar dentro 
de sus actividades, todas aquellas que generen por 
norma espacios de participación, que involucren a 
la ciudadanía y a los grupos de interés; propiciando 
que siempre exista interacción entre la ciudadanía 
y el Congreso de la República frente a todas sus 
actividades propias en su rol de legislador, creando 
mecanismos de participación ciudadana, facilitando 
y creando espacios de diálogos continuos. 

Promover la participación ciudadana en el 
Congreso de la República a través de todos los 
mecanismos y canales de atención, identificando 
los ciudadanos y los temas de mayor interés, será 
una constante y una responsabilidad. Es por ello 
que se presenta esta iniciativa legislativa, con 
el fin de permitir la participación ciudadana en 
proyectos trascendentales de interés para la misma 
y para el país. 

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO:
La propuesta legislativa que presentamos está 

contentiva en cuatro (4) artículos, incluyendo 
vigencia y derogatorias. 

Para el cumplimiento del objeto descrito 
anteriormente señalado en el artículo primero de 
la iniciativa, se establece en el artículo segundo, 
adición de tres (3) parágrafos (Segundo, Tercero y 
Cuarto) al artículo 230 de la Ley 5ª de 1992, que 
introduce:

a) El Congreso Virtual, utilizará una plataforma 
digital para facilitar la interacción entre 
ciudadanos y Congresistas, permitiendo el 
acceso a mecanismos y canales directos de 
participación ciudadana en los proyectos de 
ley en trámites legislativos. Esta plataforma 
permite a los ciudadanos manifestarse a 
favor o en contra de los proyectos y, cuando 
corresponda, justificar la posición y formular 
propuestas específicas al respecto. 

b) El procedimiento e implementación del 
Congreso Virtual- plataforma digital, de 
todas las iniciativas legislativas que generen 
un mayor interés al ciudadano, desde que 
inicia su trámite. 

c) El fortalecimiento de la Unidad Coordinadora 
de Atención Ciudadana del Congreso de la 
República, para atender eficientemente lo 
estipulado en el proyecto de ley. 

El artículo tercero, establece el tiempo que tiene 
el Congreso de la República para reglamentar 
e implementar lo dispuesto en la iniciativa 
legislativa.

Finalmente, el artículo cuarto establece la 
vigencia y las derogatorias. 

V. JUSTIFICACIÓN:
Fundamentos Jurídicos del Proyecto de Ley
a. Constitucional 
La Constitución Política de Colombia de 1991, 

como ciudadanos nos dio el aval para participar e 
intervenir activamente en el control de la gestión 
pública. Al mismo tiempo, determinó la manera 
como los ciudadanos podrían participar en la 
planeación, el seguimiento y la vigilancia a los 
resultados de la gestión estatal. 

El preámbulo de la Constitución precisa que: 
… “El pueblo de Colombia, en ejercicio de su 

poder soberano, representado por sus Delegatarios 
a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando 
la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la 
unidad de la nación y asegurar a sus integrantes la 
vida, convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, 
el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un 
marco jurídico, democrático y participativo que 
garantice un orden político, económico y social 
justo, y comprometido a impulsar la integración de 
la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona 
y promulga la siguiente Constitución Política de 
Colombia.” 

El artículo 270 nos faculta como ciudadanos 
para que intervengamos activamente en el control 
de la gestión pública: “La ley organizará las 
formas y los sistemas de participación ciudadana 
que permitan vigilar la gestión pública que se 
cumpla en los diversos niveles administrativos y 
sus resultados.” 

El artículo 40: “[...] derecho a participar en 
la conformación, ejercicio y control del poder 
político”, para lo cual, además de tener los 
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mayores de 18 años la potestad de elegir y ser 
elegido” (Const., 1991, art. 40).

b) Legal:
Ley 134 de 1994: La normatividad colombiana 

expone los mecanismos de participación ciudadana 
en la Ley 134 de 1994 (Estatuto de Participación 
Ciudadana) encargada de construir definiciones, 
finalidades y procedimientos para hacer efectivos 
los mecanismos de democracia directa. 

Ley Estatutaria 1757 de 2015: Ley Estatutaria 
1757 de 2015 la cual establece “disposiciones en 

materia de promoción y protección del derecho a 
la participación democrática”. 

Estas dos leyes son básicamente los pilares 
fundamentales bajo los cuales se ampara la 
participación ciudadana junto con la facultad 
de tomar parte de los diferentes mecanismos de 
participación. 

Adicionalmente, el desarrollo de la 
caracterización de usuarios permite dar 
cumplimiento en su totalidad o parcialmente a las 
siguientes normas:

Ley Normatividad
Ley 57 de 1985 “Por la cual se ordena la publicidad de los actos y documentos oficiales”
Ley 134 de 1994 “Por la cual se dictan normas sobre mecanismos de participación”
Ley 190 de 1995 – art. 55 “Por la cual se dictan normas tendientes a preservar la moralidad en la 

Administración Pública y se fijan disposiciones con el fin de erradicar la 
corrupción administrativa”

Ley 472 de 1988 “Por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de Co-
lombia en relación con el ejercicio de acciones populares y de grupo y se 
dictan otras disposiciones”

Ley 489 de 1998 “Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las 
Entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas 
generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 
16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”

Ley 720 de 2001 “Por medio de la cual se reconoce, promueve y regula la acción voluntaria 
de la ciudadanía colombianos”.

Ley 850 de 2003 “Por medio de la cual se reglamentan las veedurías ciudadanas”
Ley 1474 de 2011 “Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de 

prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad 
del control de la gestión pública”.

Ley 1448 de 2011 “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral 
a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones.”

Ley 1712 de 2014 “Se crea la ley de transparencia y del derecho de acceso a la información 
pública nacional y se dictan otras disposiciones”

Ley 1757 de 2015 “Por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección 
del derecho a la participación democrática”

Documento CONPES 3649 de 2010 Política Nacional del Servicio al Ciudadano.
Decreto número 019 de 2012 “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, proce-

dimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública”
Decreto número 1008 del 14 de junio de 
2018

“Por el cual se oficializa el cambio de la estrategia de Gobierno en línea a 
la política de Gobierno Digital para dar solución a las necesidades con el 
uso de la tecnología, contribuyendo a la toma de decisiones basadas en los 
datos para lograr el empoderamiento de los ciudadanos”.

c) Marco Normativo Internacional
1. Se referencia la Declaración de Derechos 

Universales adoptado en el seno de las 
Naciones Unidas desde 19481, lo cual 
establece que la ciudadanía tiene derecho a 
participar en el Gobierno de manera directa 
o por medio de sus representantes y que 
la autoridad del poder público reside en el 
pueblo soberano. 

2. La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos de 19782, se reafirma la 
participación ciudadana como derecho, y 

1 Declaración de Derechos Universales https://www.ohchr.
org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Translations/spn.pdf

2 Convención americana sobre derechos humanos “Pacto 
de San José de Costa Rica” https://www.cidh.oas.org/Ba-
sicos/Spanish/Basicos2a.htm

en la Carta Democrática Interamericana 
del 20013, los Estados Miembros de la 
Organización de los Estados Americanos 
(OEA) reiteraron su compromiso de trabajar 
con la sociedad civil y acordaron que la 
participación genera desarrollo y es necesaria 
para la profundización de la democracia.

3. La Declaración de innovación en el sector 
público del 2019 de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE)4. 

3 Carta Democrática Interamericana del 2001https://www.
oas.org/charter/docs_es/resolucion1_es.htm

4 Declaración sobre innovación Instrumentos Jurídicos de 
la OCDE en el sector público https://oecd-opsi.org/wp-
content/uploads/2018/11/Declaraci%C3%B3n-Espanol.
pdf
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Colombia, al ratificar estos instrumentos 
se compromete a reflejar en su legislación el 
cumplimiento de estos compromisos. El mismo 
hecho de que la participación se constituya como 
principio Constitucional, le otorga un valor 
supremo que guía la fundación y mantenimiento 
del Estado Colombiano5. 

Como derecho fundamental Constitucional, la 
participación goza de un estatus superior dentro 
del ordenamiento jurídico colombiano, por cuanto 
su garantía debe ser inmediata y la legislación de 
este derecho se reserva a las competencias del 
legislador estatutario.

d) Jurisprudencial
1. Sentencia C-180 de 19946 respaldó la noción 

de participación relativa a la democracia 
participativa, afirmando que ésta no se limita 
a la consagración de mecanismos para que la 
ciudadanía tome decisiones en referendos o 
en consultas populares, o para que revoquen 
el mandato de quienes han sido elegidos, 
sino que implica que el ciudadano pueda 
participar frecuente y permanentemente en 
los procesos decisorios no electorales que 
inciden en los asuntos públicos. 

2. Sentencia C-089A de 19947, refuerza la 
noción de participación ciudadana como 
un derecho fundamental de la ciudadanía 
para intervenir en los asuntos públicos, 
de manera complementaria a los procesos 
electorales, posicionándola como parte 
esencial de la estructura del Estado Social 
de Derecho. Los Diferentes espacios 
sectoriales de participación ciudadana, 
pudieron ser definidos en desarrollo de 
mandatos Constitucionales o a partir de 
avances jurisprudenciales leyes y normativas 
que regulan e incentivan la participación 
ciudadana.

3. Sentencia de Constitucionalidad Sentencia C 
150 de 2015, que marcaron tres hitos en la 
evolución de este derecho en Colombia:

i. Flexibilizó los mecanismos de participación 
ciudadana de origen popular y de autoridad 
pública respecto al cumplimiento de los 
requisitos, la conformación de comités de 
impulso, los topes de financiamiento, entre 
otros aspectos. 

ii. Definió una arquitectura institucional para 
coordinar la participación ciudadana y su 
financiación, de esta forma creó el Consejo 
Nacional de Participación Ciudadana como 
un órgano colegiado asesor, definió el gasto en 

5 https://www.mininterior.gov.co/wp-content/uploads/ 
2022/09/2022-09-22_DOCUMENTO-POLITICA-PU-
BLICA-DE-PARTICIPACION-CIUDADANA-VER-
SION-FINAL-AJUSTADA-27092022.pdf

6 Sentencia de constitucionalidad de la Ley 134 de 1994. 
Magistrado Ponente (MP) Hernando Herrera Vergara.

7 M P Vladimiro Naranjo.

participación y avanzó en el establecimiento 
de fuentes de financiación, entre ellas, el 
Fondo de la Participación Ciudadana y 
facultó a las entidades territoriales para que 
bajo su discrecionalidad y autonomía, puedan 
llevar a cabo ejercicios de presupuestación 
participativa, indicando que un porcentaje de 
los recursos territoriales podrán ser definidos 
participativamente. 

iii. Definió los ejercicios de rendición de 
cuentas, control social y veedurías.

e. La Participación Ciudadana en el Congreso 
de la República.

El Congreso de la República como 
representación del pueblo y responsable de las 
reformas Constitucionales a través de actos 
legislativos, del trámite de proyectos de ley, 
elecciones, debates de control político y público 
y demás actividades legislativas y administrativas 
a su cargo, desarrolla dentro de sus actividades, 
aquellas que por norma o por otros espacios de 
participación, permiten involucrar a la ciudadanía 
y a los grupos de interés8. 

Con el fin de que exista una interacción 
entre la ciudadanía, partes interesadas y el 
Senado de la República, la Corporación cuenta 
con mecanismos de participación ciudadana 
legalmente conformados y con otros espacios de 
participación, facilitando así espacios de diálogo9.

Los mecanismos de participación ciudadana 
que inciden en la actividad del Senado de la 
República se clasifican en10:

1. Participación legalmente conformada:
• Mecanismos de participación ciudadana 

establecidos en la Ley 134 de 1994: 
Hace referencia a los mecanismos de 

participación ciudadana contenidos en la Ley 
134 de 1994, como lo son la iniciativa popular 
legislativa como derecho político de un grupo 
de ciudadanos de para presentar proyectos de 
actos legislativos y de ley ante el Congreso de la 
República. 

También contempla como mecanismos 
de participación ciudadana los referendos 
derogatorios y aprobatorios, que son aquellos 
en los que los ciudadanos tienen la facultad de 
participar en aprobar o rechazar un proyecto de 
acto legislativo o de ley en su totalidad o en alguna 
de sus partes. 

• Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 5ª de 1992: 
-Presentación de conceptos jurídicos, 
comentarios: 

Se alude al contenido de la Ley 5ª de 19923 
en la que se faculta a todas las personas, 

8 https://www.senado.gov.co/images/MECANISMOS_
DE_PARTICIPACI%C3%93N_CIUDADANA.pdf

9 Ibídem
10 Ibídem
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naturales o jurídicas para presentar observaciones 
respecto a proyectos de ley o actos legislativos 
que se adelanten en las diferentes comisiones 
Constitucionales permanentes y en las plenarias 
del Senado de la República y la Cámara de 
Representantes. En dicho aspecto, corresponde 
a las dependencias del Congreso de la República 
mantener actualizado el avance de los trámites 
mencionados anteriormente con la finalidad de que 
los ciudadanos e interesados, públicos y privados, 
que pretendan intervenir en el trámite legislativo 
conozcan su estado actual y se salvaguarde 
su derecho a la participación. Este derecho se 
encuentra desarrollado en la Sentencia del 27 de 
enero de 2016, M. P. Jorge Ignacio Pretelt, en el 
que se aclara que las observaciones ciudadanas no 
generan irregularidades en el trámite legislativo 
por vicios procedimentales. 

Canales: A través de comunicaciones dirigidas 
a la Presidencia, Secretaría General y comisiones 
Constitucionales. 

• Participación en audiencias públicas11: 
Entre otros mecanismos se hace mención a 
la facultad de participación en audiencias 
públicas convocadas por los Presidentes 
de las Cámaras Legislativas o por las 
comisiones Constitucionales permanentes 
como manifestación del derecho de los 
ciudadanos a la participación expresada en 
la Ley 5ª de 1992, de esta manera lo señala 
la Corte Constitucional en Sentencia del 19 
de octubre de 2005, M. P. H. M. Manuel José 
Cepeda Espinosa, H. M. Rodrigo Escobar Gil, 
Marco Gerardo Monroy Cabra, Humberto 
Antonio Sierra Porto, Álvaro Tafur Galvis, 
Clara Inés Vargas Hernández, aduciendo que 
el propósito de las audiencias públicas es la 
oportunidad de permitir a los particulares 
interesados expresar sus posiciones y puntos 
de vista de lo que se trate en los proyectos de 
acto legislativo y ley, en la célula legislativa 
correspondiente. 

Canales: Por medio de inscripción en la 
Comisión Constitucional permanente donde se 
debate el proyecto de acto legislativo o de ley. 

• Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 1147 de 2007: 

Participación ciudadana – comentarios y 
opiniones: La Ley 1147 de 20076 establece a la 
Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana del 
Congreso como el enlace entre el Congreso de la 
República y la sociedad, estableciendo entre sus 
funciones “Canalizar comentarios y opiniones de 
la sociedad sobre los temas que se discuten en las 
Cámaras legislativas y facilitar la respuesta por 
parte de las mismas.12” 

11 https://www.senado.gov.co/images/MECANISMOS_
DE_PARTICIPACI%C3%93N_CIUDADANA.pdf

12 Ibídem

Canales: Los que se encuentren definidos en la 
Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana para 
la atención a comentarios y opiniones ciudadanas. 
Se cuenta con: atencionciudadanacongreso@
senado.gov.co, página Web link https://www.
senado.gov.co/index.php/contactenos- Formulario 
para la recepción de derechos de petición, línea 
nacional gratuita 018000 122512, números 
telefónicos en Bogotá, D.C. (57)(1) 382 2306, (57)
(1) 382 2307 y (57)(1) 382 2302 para la comunidad 
sorda. En la Unidad de Correspondencia en la 
carrera 7 No. 8-68.

• Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 1904 de 2018: 

- Elección del Contralor General de la 
República: Por otra parte, encontramos la 
participación del Congreso de la República 
en el proceso de elección del Contralor de la 
República que, según consagra la Ley 1904 
de 2018, corresponde a la Mesa Directiva 
del Congreso de la República efectuar la 
convocatoria de los ciudadanos interesados 
en participar en el proceso de selección en un 
término no inferior a dos (2) meses previos 
al inicio de la primera legislatura. 

Canales: El que defina el Presidente del Senado 
de la República a través de la convocatoria que 
realice en la página web de la Corporación. 

• Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 850 de 2003: 

- Veedurías ciudadanas: La Ley 850 de 2003 
fundamenta la facultad de los ciudadanos para 
ejercer veeduría sobre la gestión pública en 
los aspectos en los que se empleen recursos 
públicos. 

Canales: Los que se encuentren definidos en 
la Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana 
para la atención a comentarios y opiniones 
ciudadanas. Actualmente contamos con: 
atencionciudadanacongreso@senado.gov.co, 
página Web link https://www.senado.gov.co/index.
php/contactenos- Formulario para la recepción 
de derechos de petición, línea nacional gratuita 
018000 122512, números telefónicos en Bogotá, 
D.C. (57)(1) 382 2306, (57)(1) 382 2307 y (57)(1) 
382 2302 para la comunidad sorda. En la Unidad de 
Correspondencia en la carrera 7 No. 8-68.

• Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 190 de 1995 y otras 
normas: 

- Rendición de Cuentas institucional: La 
Ley 1757 de 2015 define a la rendición de 
cuentas como la explicación y dar a conocer 
los resultados de la gestión de la Entidad 
a los ciudadanos, la sociedad civil, a otras 
entidades públicas y a los organismos de 
control, a partir de la promoción del 
dialogo. Este mecanismo es propiciado por 
la Entidad para la participación ciudadana 
frente a la presentación de los resultados de 
la gestión legislativa y administrativa de la 
Corporación. 
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Canales: Los definidos por la Presidencia 
del Senado de la República de acuerdo con lo 
documentado en el PE Pr04 Procedimiento para 
rendición de cuentas.

• Mecanismos de participación ciudadana 
establecidos en la Ley 1828 de 2017: 

- Rendición de cuentas de los Senadores: 
La Ley 1828 en el literal j) del artículo 8º, 
establece como obligación de los Congresistas 
“Rendir cuentas a la ciudadanía de las 
acciones relacionadas con las obligaciones 
y responsabilidades congresuales, por medio 
de un informe de gestión anual.” 

Canales: Estos informes se encuentran 
publicados en la Gaceta del Congreso y en la 
página Web www.senado.gov.co 

2. Otros espacios de participación13: 
- Foros o encuentros regionales: En el 

desarrollo del Plan de Acción por un Congreso 
Abierto y Transparente, la Presidencia del 
Senado de la República tomo la iniciativa de 
promover espacios regionales que permitan 
acercar el Senado de la República a los 
departamentos; el objetivo de estos espacios es 
debatir temáticas de interés para los territorios 
y darle a conocer a la ciudadanía las medidas 
que se están desarrollando en estos temas. 

Canales: Los definidos por la Presidencia del 
Senado de la República para el desarrollo de los 
espacios de participación. 

- Audiencias públicas y foros sobre temas 
de interés de los Senadores: Con el fin de 
conocer la opinión de la ciudadanía o de los 
grupos de interés, los Senadores realizan 
audiencias públicas o foros sobre temas de 
interés nacional o regional, que les permita 
conocer la opinión y proponer acciones a 
las entidades líderes o responsables de las 
materias objeto de la audiencia o foro. 

Canales: Los definidos por los Senadores que 
realizan la actividad. 

- Grupos de expertos: Busca que un grupo 
de especialistas aporten sus conocimientos 
sobre un tema de discusión e interés para el 
Senado de la República. 

Canales: Los definidos por los Senadores o 
la dependencia del Senado de la República que 
realiza la actividad. 

- Grupos focales: Mecanismo que se plantea 
con la finalidad de escuchar a grupos 
específicos de personas que se manifiesten 
libremente sobre los temas de discusión 
propuestos o para el intercambio de ideas. 

Canales: Los definidos por los Senadores o por 
la dependencia del Senado de la República que 
realiza la actividad.

13 Ibídem

- Encuesta: Aplicación de cuestionario que 
permita al interesado conocer a través de 
preguntas predefinidas la opinión sobre 
un tema de interés con el fin de conocer 
opiniones, percepciones o cualquier otro 
tema de interés de quien aplica la encuesta. 

Canales: Los definidos por los Senadores o por 
la dependencia del Senado de la República que 
realiza la encuesta. 

- Construcción de planes institucionales: 
En la construcción del Plan Anticorrupción 
y de Atención Ciudadana (PAAC), éste se 
debe socializar antes de su publicación para 
que actores internos y externos formulen 
sus observaciones y propuestas.  El Senado 
de la República hace participativo además 
del PAAC, el Plan Congreso Abierto y 
Trasparente, invitando a grupos de interés a 
participar en su construcción. 

Canales: Los definidos por la dependencia 
responsable del plan.

Sobre la Participación Ciudadana:
Según el Ministerio de Educación, define los 

mecanismos de participación ciudadana como: 
“[...] los medios a través de los cuales se materializa 
el derecho fundamental a la participación 
democrática, y permiten la intervención de los 
ciudadanos en la conformación, ejercicio y 
control del poder político. En ese sentido las 
entidades públicas del orden nacional y territorial 
deben formular un plan institucional anual para 
promover la participación ciudadana, para lo 
cual se diseñarán acciones en todos los niveles o 
grados de participación durante todas las fases 
de la gestión pública”. Vale la pena mencionar 
que, la combinación de diferentes variables 
sociales, económicas, políticas e incluso culturales 
convergen en un país afectando la perspectiva de los 
ciudadanos en lo que a la participación ciudadana 
respecta. Así, las necesidades del pueblo deben ser 
acatadas en forma de políticas públicas orientadas 
al progreso económico y social a través de los 
diferentes mecanismos de participación14.

La Constitución Política de 1991 consagra 
la participación ciudadana como un derecho 
fundamental, de su garantía depende en gran parte 
el fortalecimiento de la democracia, generando la 
posibilidad de que la ciudadanía tenga un contacto 
directo con las decisiones públicas que afectan su 
vida cotidiana. 

Las normas que reglamentan el funcionamiento 
de mecanismos e instancias de participación, sin 

14 Análisis actual de la Participación Ciudadana desde la 
perspectiva socioeconómica y política en el contexto 
Colombiano: Causas y Consecuencias. /https://reposi-
tory.ugc.edu.co/bitstream/handle/11396/6017/1.%20
A N % C 3 % 8 1 L I S I S % 2 0 A C T U A L % 2 0 D E % 2 0
LA%20PARTICIPACI%C3%93N%20CIUDA-
D A N A % 2 0 D E S D E % 2 0 L A % 2 0 P E R S P E C T I -
VA%20SOCIOECON%C3%93MICA%20Y%20P-
OL%C3%8DTICA.pdf?sequence=1
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dudas han generado grandes avances, que incentivan 
el desarrollo de los diferentes instrumentos que 
promueven los procesos participativos, tanto en 
la planeación del desarrollo, los presupuestos 
participativos, el control social y la rendición de 
cuentas, entre otros. 

Existen aspectos limitantes en la participación 
ciudadana, y crean barreras que impiden el goce 
efectivo de este importante derecho, limitaciones 
que configuran un problema central de política 
que generan: “baja apropiación institucional y 
social de la cultura del diálogo público entendida 
como una cultura orientada a la construcción 
de confianza pública alrededor de ejercicios de 
participación ciudadana y deliberación entre la 
institucionalidad y la sociedad15”,  lo cual se 
asocia a tres grandes dimensiones:

a) Participación ciudadana y democracia. 
El desinterés de la ciudadanía en participar 
en los asuntos públicos, que se ha medido a 
través de la baja utilización de mecanismos, 
espacios, canales de participación; 
dificultades para la mitigación de factores 
que desincentivan la participación 
ciudadana; debilidades en las capacidades 
individuales, poblacionales y organizativas 
para la participación y el control social 
de los asuntos públicos, adicional con la 
escasa formación de la ciudadanía en los 
mecanismos de participación ciudadana. 

b) Participación ciudadana en la gestión 
pública. Las limitadas capacidades 
institucionales para garantizar el ejercicio 
de participación ciudadana, presentada por 
las dificultades para el involucramiento 
en los asuntos públicos de la ciudadanía, 
adicional con la destinación de recursos para 
garantizar el ejercicio de la participación 
ciudadana, el escaso conocimiento y análisis 
de participación ciudadana. 

c) Participación ciudadana y desarrollo. El 
involucramiento de la ciudadanía para la 
planeación en el desarrollo, adicionalmente, 
la falta de articulación de los ejercicios de 
planeación participativa entre los niveles 
territoriales, escasa planeación participativa 
en las políticas públicas sectoriales y 
ausencia de lineamientos para el ejercicio de 
presupuesto participativo.

La problemática identificada y referida 
anteriormente, se evidencia a través de procesos 
de consulta a diversos actores de la sociedad civil 
y la institucionalidad, liderada de acuerdo con las 
competencias legales para la formulación de políticas 
por parte del Ministerio del Interior, Departamento 
Administrativo de la Función Pública, acompañados 
por la Universidad Nacional Abierta y a Distancia. 

15 h t t p s : / / w w w. m i n i n t e r i o r. g o v. c o / w p - c o n t e n t /
uploads/2022/09/2022-09-22_DOCUMENTO-POLITI-
CA-PUBLICA-DE-PARTICIPACION-CIUDADANA-
VERSION-FINAL-AJUSTADA-27092022.pdf

La consulta incluye varios departamentos del 
país, actores sociales sobre las deficiencias de la 
participación, instancias de planeación del desarrollo 
nacional y territorial y a representantes de entidades 
públicas responsables de promover la participación 
ciudadana en la gestión, como las organizaciones de 
la sociedad civil16. 

La política de participación ciudadana 
colombiana, debe estar orientada a fortalecer 
las capacidades de los individuos, poblaciones, 
grupos, organizaciones e instituciones, que 
faciliten y garanticen el ejercicio del derecho a 
la participación ciudadana y la generación de 
espacios de diálogo público.

17 
a) La participación Ciudadana en la Gestión Pública 
Es un proceso de construcción social de las políticas públicas, equivale a un derecho, una 
responsabilidad y un complemento de los mecanismos tradicionales de representación 
política 18.  
El concepto de participación ciudadana define claramente la participación en la gestión 
pública, se considera que dicha práctica aún no está consolidada y extendida en nuestro país.  
                                          
17  Tomado de  información: “Participación Ciudadana en la Gestión Publica en América Latina y el 
Caribe, ¿Cómo se lleva a la práctica”?, https://comunidades.cepal.org/ilpes/sites/default/files/2018- 
08/PARTICIPACI%C3%93N%20CIUDADANA%20EN%20LA%20GESTI%C3%93N%20P%C3%9ABLIC
A_C%C3%93MO.png 
18  Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión Pública, 2009 

17

a) La participación Ciudadana en la Gestión 
Pública

Es un proceso de construcción social de 
las políticas públicas, equivale a un derecho, 
una responsabilidad y un complemento de los 
mecanismos tradicionales de representación 
política 18. 

El concepto de participación ciudadana 
define claramente la participación en la gestión 
pública, se considera que dicha práctica aún no 
está consolidada y extendida en nuestro país.  
La ciudadanía tiene el deber y el derecho de 
participar en todas las etapas del ciclo de gestión 
de políticas públicas, esto significa participar 
desde el diseño, la formulación, la planificación, 
ejecución, seguimiento y evaluación.  Es relevante 
que la participación ciudadana sea oportuna, esto 
significa desde el momento del diagnóstico de las 
problemáticas sociales que buscan solucionar las 
políticas públicas, aspecto que sin lugar a duda 
mejoraría la calidad de las políticas públicas. 

16  Ibídem
17 Tomado de  información: “Participación Ciu-

dadana en la Gestión Publica en América Lati-
na y el Caribe, ¿Cómo se lleva a la práctica”?, 
https://comunidades.cepal.org/ilpes/sites/default/fi-
les/2018- 08/PARTICIPACI%C3%93N%20CIUDA-
DANA%20EN%20LA%20GESTI%C3%93N%20
P%C3%9ABLICA_C%C3%93MO.png

18 Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la 
Gestión Pública, 2009
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La participación ciudadana, sin lugar a duda 
es un elemento Constitucional que permite el 
acceso a las decisiones políticas que hoy en día 
se discuten, mecanismo que no se está utilizando 
de manera general en Colombia y Latinoamérica. 
Es evidente el desinterés de algunos poderes y 
organismos estatales frente a las reformas que 
se están planteando y que son trascendentales 
para el país, la opinión, conceptos y aportes de la 
ciudadanía en general, esa retroalimentación, y 
hasta aceptación de las iniciativas, verdaderamente 
estaríamos aplicando el mecanismo desde la mejor 
perspectiva. 

La democracia, utilizada desde la antigua 
Grecia, donde “demos” es a “pueblo” y “cratos” 
es a “poder”, la élite que era considerada la 
ciudadana, se reunía en el AGORA, es decir 
en la plaza pública, para debatir los asuntos 
públicos, entiéndase también como una 
democracia directa.  Hoy en día, las democracias 
son muy diferentes a la democracia ateniense, 
todas aquellas democracias que surgen como 
reacción al orden monárquico o regímenes 
autoritarios, corresponden a democracias que 

19  Tomado de información: “Participación Ciudadana 
en la Gestión Publica en América Latina y el Caribe. 
¿Cómo?” https://comunidades.cepal.org/ilpes/sites/de-
fault/files/2018-08/PARTICIPACI%C3%93N%20CIU-
DADANA%20EN%20LA%20GESTI%C3%93N%20
P%C3%9ABLICA_QU%C3%89%20ES.png

20 Tomado de información: “Participación Ciudadana en la 
Gestión Publica en América Latina y el Caribe”

21 Ibídem.

requieren una total “intervención”, una “ingeniera 
institucional”; toda vez que están planteadas en 
marcos normativos, Constituciones políticas, y no 
se pueden catalogar como una democracia directa, 
podríamos calificarla como una democracia 
representativa. 

La participación ciudadana oportuna, legítima 
todos los procesos políticos y consecuentemente 
la democracia, y le otorga al ciudadano acceso y 
garantías, confianza, pasando de una democracia 
representativa en una democracia activa; lo cual 
no solo recoge la opinión de los ciudadanos, sino 
que, crea cultura política. 

La administración pública tiene un gran desafío 
frente al actuar por parte de la ciudadanía de manera 
oportuna y de esta manera poder darle un valor 
público al momento de ejecutar la política, no se 
debe continuar con la práctica  que se tiene hasta 
el momento por parte de las autoridades políticas 
y públicas a la transversalidad de las decisiones 
políticas institucionales,  particularmente cuando 
las posiciones son radicales y no contemplan 
verdaderamente las necesidades sino corresponden 
a sus propias visiones, no las del interés general.  
La construcción de políticas públicas, de leyes, no 
solo están a cargo de los especialistas, teóricos, 
académicos, investigadores, sino también del 
sentir y la importancia que represente para los 
ciudadanos y ciudadanas. 

La participación ciudadana sin lugar a duda 
es una herramienta de Gobierno abierto, pero 
no sirve de nada si no es cualificada, y ¿cómo 
puede serlo si la ciudadanía no dispone de 
la información pública que debe producir el 
Estado?  Por lo tanto, el acceso a la información 
pública es uno de los aportes más importantes 
que puede realizarse, toda vez que el ciudadano 
debe recibir la información oportuna y veraz que 
no solamente le permita informarse, también en 
un marco de corresponsabilidad social, a partir de 
la información suministrada, para contribuir a la 
mejora de la gestión de lo público. 

Se trata de hacer uso productivo de las 
herramientas, y del impacto en el bienestar de la 
ciudadanía. La capacidad técnica del Gobierno es 
determinante, pues no es tanto los temas que estén 
sonando a nivel mundial, deben ser los problemas 
reales que se resuelven y cuanto facilita la vida de 
los ciudadanos en su interacción con el Gobierno. 

Es por ello que, sin lugar a duda, esta iniciativa 
legislativa coadyuvara a todo el proceso de 
participación que el Congreso de la República 
ha adelantado y es congruente por que los 
Congresistas somos la representación del pueblo 
colombiano, y nos debemos a la ciudadanía que 
nos eligió para que la representemos.

b) Perspectiva Socioeconómica y Política en 
el Contexto Colombiano 

La participación ciudadana tiene influencia con 
el bienestar social y económico de los habitantes 
del territorio nacional colombiano, inciden en 
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el bienestar sociopolítico y económico de las 
personas; aspectos que se ven opacados por la 
corrupción, el desinterés, la compra de votos y 
los favores políticos, entre otros, que terminan 
repercutiendo directamente en las condiciones 
básicas para los ciudadanos y su perspectiva sobre 
la participación política. 

Para lograr una correcta participación 
ciudadana deben tenerse en cuenta las instancias 
de participación, los cuales tienen como objetivo: 
la reducción de las asimetrías de poder entre los 
gobernantes y la ciudadanía y, el incremento de la 
efectividad de la gestión pública en la atención de 
los problemas públicos, mediante la vinculación 
de los actores en la definición de las políticas. 
Así, las instancias de participación tienen como 
finalidad incrementar la efectividad, transparencia, 
corresponsabilidad, gobernabilidad, cooperación 
y la garantía de los derechos.

En el informe sobre la calidad de la ciudadanía 
en Colombia 2018, el filósofo colombiano, 
manifiesta que: “el Estado de Derecho es el 
resultado de los movimientos políticos, de las 
luchas por el reconocimiento y de los consensos 
sobre mínimos Constitucionales a partir de 
los máximos morales referidos al sentido de la 
vida, que siguen siendo necesarios para que el 
pluralismo alimente, no sólo los acuerdos, sino 
sobre todo los disensos” (Hoyos, 2010, pág.56). 

De lo anterior, se pueden determinar dos 
instancias para definir que meca ismo prefieren 
elegir entre su delegación: (i). La sociedad civil, 
representada cuando la administración realiza 
elecciones. (ii). Representación cuando se 
refiere a la unión entre la sociedad civil y de la 
administración. 

Mecanismos de Participación 
Los Mecanismos de participación son 

esenciales en la función del ejercicio democrático, 
son las bases de la herramienta transformadora 
de la realidad política de las democracias, 
pero, existen casos en los que no hay vocación 
por su aprovechamiento, particularmente en 
la democracia representativa, basada en las 
elecciones de encargados para la toma de 
decisiones sin que la mayoría de los ciudadanos 
intervengan. En Colombia, ni siquiera existe 
una obligación para el voto Presidencial o para 
elecciones regionales, es por ello que se evidencia 
en elecciones una alta abstención de votantes.  Es 
entendible que, nuestro entorno colombiano, dese 
hace mucho tiempo no se caracteriza  por la cultura 
participativa y de manera general, pese a tener 
opción de participación en eventos de elección, 
muchos de los ciudadanos se abstienen por simple 
desinterés o apatía en temas políticos, incluso en 
ocasiones por considerar que su voto no aporta al 
proceso democrático, aspectos que son graves que 
solo evidencian la poca participación ciudadana, 
tal como lo consigna el informe sobre la calidad 
de la ciudadanía en Colombia en el año 2018.

22

1. En la vida Política: (i). Referendo. (ii). 
Voto programático. (iii). Plebiscito. (iv). 
Cabildo Abierto. (v). Consultas Populares. 
(vi). Constituir partidos (vii). Revocatoria 
del Mandato. (viii). Tener iniciativas 
en las Corporaciones Públicas. (ix). 
Interponer acciones públicas en defensa de 
la Constitución y de la ley. (x). Acceder a 
Cargos Públicos – ley de cuotas23.

2. En la vida económica y ambiental: (i). 
Redes con las Cámaras de Comercio. (ii). 
Centros de Competitividad y productividad 
de cadenas productivas. (iii).  Redes de 
Ciudades intermedias. (iv). Participación 
y transferencia de recursos y regalías. (v). 
Empresas de economía solidaria en salud. 
(vi). Consultas ciudadanas para otorgar 
licencias ambientales. (vii). Corporación 
para el desarrollo sostenible – Coralina. (ix). 
Corporaciones Autónomas Regionales24. 

3. En la vida administrativa: (i). Derecho de 
acceso a la información pública. (ii). Derecho 
de Petición, Audiencias Públicas. (iii). 
Control a la gestión pública, contratación, 
regalías, recursos. (iv). Consulta. (v). 
Acciones populares. (vi). Acciones de grupo. 
(vii). Acciones de clase. (viii). Asociaciones 
o ligas de usuarios de la salud, comités de la 
participación comunitaria en salud25. 

4. En las soluciones amigables del conflicto: 
(i). Conciliación civil, en familia y en lo 
contencioso administrativo. (ii). Transacción, 
amigable, componedor, arbitramento, 
ADERES. (iii). Justicia comunitaria, Jueces 
de paz en la ciudad- territorio (Desplazamiento 
forzado). (iv). Mediación. (v). Autorregulador 
del mercado de valores. (vi). Tribunales de 
ética hospitalaria donde la comunidad pueda 
participar. (vii). Unidades de Mediación26.

5. En la vida social, cívica, y el desarrollo 
territorial: (i). Redes de apoyo a seguridad 
ciudadana. (ii). Veedurías ciudadanas o 
asociaciones de control social y auditoría 
social. Red de veedurías. (iii). Vocales 

22 Informe sobre la calidad de la ciudadanía en Colombia, 
2018.

23 Fuente: Alcaldía Local de Pasto.
24 Ibídem
25 Ibídem
26 Fuente: Alcaldía Local de Pasto.
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de control para servicios públicos. (iv). 
Organizaciones no gubernamentales ONG. 
(v). Consejos de participación comunitaria. 
(vi). Comisión nacional de política y 
participación. (vii). Asociaciones de 
pacientes y organizaciones de protección 
de los ciudadanos, discuten y participan 
conscientemente en la escogencia de buenos 
fármacos,  participasalud. (ix). Participación 
y planeación urbanística. Derechos de la 
ciudad. Los POT. (x). Juntas de acción 
comunal y juntas de vivienda. (xi). Juntas 
administradoras locales. (xii). Comunidades 
indígenas y negritudes. (xiii). Casas de 
cultura. (xiv). Consejos municipales de 
desarrollo rural. (xv). Juntas municipales 
de educación, personeros escolares, y 
asociaciones de padres de familia, foros 
educativos municipales, Gobiernos escolares, 
juntas municipales de juventud, JUMES. 
(xvi). Hogares comunitarios o madres 
comunitarias. (xvii). Consejos municipales 
de la juventud y redes de jóvenes por la paz. 
(xix). Comités o consejos de integración 
de la participación a nivel municipal. (xx). 
Comité de prevención de desastres. (xxi). 
Centros operativos locales Col27. 

Pese a todos los diversos mecanismos de 
participación y el incentivo que se le dio a la 
ciudadanía para ser más participes en los procesos 
de revocatoria, propuesta efectuada en la Ley 741 
de 2022, lo resultados no fueron los esperados, 
toda vez que las iniciativas ciudadanas tuvieron 
una reducción considerable. Este descenso en 
los procesos participativos dado por iniciativas 
ciudadanas que requieren en algos casos como 
tiempo, recursos propios, los ciudadanos dudan 
adicional de su efectividad, particularmente si 
son de carácter colectivo. De acuerdo con el 17 
informe expuesto sobre la calidad de la ciudadanía 
en Colombia en 2018, evidenció que pese a que se 
conocen mecanismos de participación se usan en 
menor proporción todos aquellos mecanismos de 
participación colectiva.

 
28

Se evidencia que, el mecanismo de participación 
que los ciudadanos colombianos corresponden 
a (i). Juntas de acción comunal (69%). (ii). La 

27 Ibídem
28 Tomado de: Estadística del Informe de la Calidad de la 

Ciudadanía en Colombia 2018.

tutela en un (67%). (iii). El plebiscito junto con 
el derecho de petición (56%).  Los mecanismos 
menos conocidos, las acciones populares y de 
grupo (18%) y la iniciativa popular (19%).

En Colombia sin duda, a nivel Constitucional, 
se incentivan los procesos de participación 
ciudadana, pese que algunas situaciones 
imposibilitan que así suceda en la realidad 
como las necesidades básicas insatisfechas o 
a la poca inclusión política en nuestro país por 
cuestiones socioeconómicas.  La perspectiva de 
la eficiencia de la participación ciudadana, sin 
duda es baja, desincentivando de esta manera 
el proceso; adicional, la realidad social en torno 
a la transparencia electoral, evidencia que los 
ciudadanos no creen en dicha transparencia, y a 
ello sumarle la ineficiencia del sistema judicial 
para estos casos y la compra de votos.

Los estudios realizados, han encontrado 
que existe una relación directa entre la falta de 
participación ciudadana, la corrupción   y la pobreza 
en Colombia. Lo que significa que la participación 
ciudadana es un tema homogeneizador entre la 
perspectiva sociocultural, política y económica 
en el país29.  Es necesario no solamente facilitar 
los procesos de participación colectiva que 
incentive que verdaderamente se llevan a cabo, se 
debe asegurar que exista transparencia y justicia, 
promoviendo también la participación ciudadana 
de los niños, adolescentes, brindando herramientas 
necesarias para establecer y reestructura el sistema 
judicial que se ve envuelto por numerosos casos 
de corrupción e ineficiencia. 

A) Impacto Fiscal
El artículo 7°, de la Ley 819, de 2003 “Por la 

cual se dictan normas orgánicas en materia de 
presupuesto, responsabilidad y transparencia fiscal 
y se dictan otras disposiciones”, determina que en 
la exposición de motivos y en las ponencias de los 
proyectos de ley se debe hacer explícito el costo 
fiscal que se genera por el gasto ordenado o por el 
otorgamiento de beneficios tributarios, que debe 
ser compatible con el Marco Fiscal de Mediano 
Plazo, al mismo tiempo que debe señalar la fuente 
de financiación de dicho costo. 

Ahora bien, en cumplimiento a la disposición 
referida, se deja de manifiesto que el gasto de que 
tratan, autorizan a la entidad presupuestar dentro 
de las asignaciones y apropiaciones requeridas 
para dar cumplimiento a lo allí estipulado. 
Frente a este acápite es importante manifestar 
que la Corte Constitucional le ha reconocido al 
Congreso de la República la facultad que tiene 
para aprobar proyectos de ley que comporten 
gasto público, siempre y cuando no se imponga 
su ejecución, sino que se faculte para incluir las 
partidas correspondientes.

29 Análisis actual de la participación ciudadana desde la 
perspectiva socioeconómica y política en el contexto co-
lombiano: Causas y Consecuencias.
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Así mismo, en la Sentencia C- 411 de 2009 de la 
Corte Constitucional, el análisis del impacto fiscal 
de las normas, en el cuerpo del proyecto de ley, no 
es requisito sine qua non para su trámite legislativo, 
ni debe ser una barrera para que el Congreso ejerza 
sus funciones, ni crea un poder de veto legislativo 
en cabeza del Ministro de Hacienda; es más, hacer 
el análisis del impacto fiscal no recae únicamente 
en el legislador, sobre este punto ha establecido su 
análisis de la siguiente manera:

(…) el cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 7° de la Ley 819 de 2003 corresponde 
al Congreso, pero principalmente al Ministro de 
Hacienda y Crédito Público, en tanto que “es el que 
cuenta con los datos, los equipos de funcionarios y 
la experticia en materia económica (...)”

Lo anterior significa que, en cualquier momento 
del trámite legislativo, el Ministro de Hacienda y 
Crédito Público podrá ilustrarle a este Congreso las 
consecuencias económicas del presente proyecto 
de ley; toda vez que, de acuerdo con el proceso 
de racionalidad legislativa, la carga principal del 
análisis de impacto fiscal reposa en esta cartera por 
contar con los datos, los equipos de funcionarios y 
la experticia en materia económica.

b) Conflicto de Intereses 
Con base en el artículo 3º de la Ley 2003 

de 2019, según el cual “El autor del proyecto 
y el ponente presentarán en el cuerpo de la 
exposición de motivos un acápite que describa las 
circunstancias o eventos que podrían generar un 
conflicto de interés para la discusión y votación del 
proyecto, de acuerdo al artículo 286. Estos serán 
criterios guías para que los otros Congresistas 
tomen una decisión en torno a si se encuentran 
en una causal de impedimento, no obstante, otras 
causales que el Congresista pueda encontrar”, 
procedo a indicar los criterios que la Ley 2003 de 
2019 contempla para hacer el análisis frente a los 
posibles impedimentos que se puedan presentar 
en razón a un conflicto de interés en el ejercicio 
de la función, entre ellas la Constituyente, así:

“Artículo 1º. El artículo 286 de la Ley 5ª de 
1992.

a) Beneficio particular: aquel que otorga 
un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones a favor del Congresista 
de las que no gozan el resto de los 
ciudadanos. Modifique normas que afecten 
investigaciones penales, disciplinarias, 
fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado. 

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente 
se configura en las circunstancias presentes 
y existentes al momento en el que el 
Congresista participa de la decisión. 

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de 
forma específica respecto del Congresista, 
de su cónyuge, compañero o compañera 

permanente, o parientes dentro del segundo 
grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil. 

Para todos los efectos se entiende que 
no hay conflicto de interés en las siguientes 
circunstancias:

a) Cuando el Congresista participe, discuta, 
vote un proyecto de ley o de acto legislativo 
que otorgue beneficios o cargos de carácter 
general, es decir cuando el interés del 
Congresista coincide o se fusione con los 
intereses de los electores. 

b) Cuando el beneficio podría o no configurarse 
para el Congresista en el futuro. 

c) Cuando el Congresista participe, discuta 
o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo de carácter particular, 
que establezcan sanciones o disminuyan 
beneficios, en el cual, el Congresista tiene un 
interés particular, actual y directo. El voto 
negativo no constituirá conflicto de interés 
cuando mantiene la normatividad vigente. 

d) Cuando el Congresista participe, discuta 
o vote artículos de proyectos de ley o acto 
legislativo de carácter particular, que 
regula un sector económico en el cual el 
Congresista tiene un interés particular, 
actual y directo, siempre y cuando no genere 
beneficio particular, directo y actual. 

e) Cuando el Congresista participe, discuta 
o vote artículos de proyectos de ley o acto 
legislativo que tratan sobre los sectores 
económicos de quienes fueron financiadores 
de su campaña siempre y cuando no genere 
beneficio particular, directo y actual para el 
Congresista. El Congresista deberá hacer 
saber por escrito que el artículo o proyecto 
beneficia a financiadores de su campaña. 
Dicha manifestación no requerirá discusión 
ni votación. 

f) Cuando el Congresista participa en la 
elección de otros servidores públicos 
mediante el voto secreto. Se exceptúan los 
casos en que se presenten inhabilidades 
referidas al parentesco con los candidatos 
(...)”. 

Por tanto, y de forma orientativa, se considera 
que para la discusión y aprobación de este proyecto 
de ley no existe circunstancias que pudieran 
dar lugar a un eventual conflicto de interés por 
parte de los Representantes, no se materializa 
una situación concreta que permita enmarcar un 
beneficio particular, directo ni actual.

En conclusión, este proyecto de ley se enmarca 
en los dispuesto por el literal a del artículo 1° de 
la Ley 2003 de 2019, sobre la hipótesis de cuando 
se entiende que no hay conflicto de interés. Sin 
embargo, la decisión es netamente personal en 
cuanto a la consideración de hallarse inmerso en 
un conflicto de interés, por lo que se deja a criterio 
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de los Representantes basados en la normatividad 
existente y a juicio de una sana lógica. 

C Proposición.
Con fundamente en las anteriores conside-

raciones, presento Ponencia Positiva y de 
manera respetuosa solicito a la Comisión Primera 
Constitucional de la Cámara de Representantes 
dar primer debate al Proyecto de Ley Orgánica 
No. 230 de 2023 Cámara “Por medio de la cual 
se modifica la Ley 5ª de 1992, Congreso Virtual. 
Con el fin de implementar una plataforma digital 
exclusiva para la participación ciudadana en los 
proyectos de ley del Congreso y se fortalecen los 
mecanismos de participación ciudadana”

d) TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
ORGÁNICA NÚMERO 230 DE 2023 

CÁMARA
por medio de la cual se modifica la Ley 5ª de 1992, 
Congreso Virtual. con el fin de implementar una 
plataforma digital exclusiva para la participación 
ciudadana en los proyectos de ley del Congreso 
y se fortalecen los mecanismos de participación 

ciudadana.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene 

por objeto implementar una plataforma digital 
exclusiva para la interacción entre ciudadanos 
y Congresistas, que permitan un efectivo 
pronunciamiento sobre los proyectos de ley frente 
a los trámites legislativos, y, así, participar en la 
construcción y aporte a los mismos, de acuerdo 
con lo establecido en la presente ley.  Incluso que 
se permita la participación en la manifestación 
ya sea a favor o en contra, y se formulen 
propuestas específicas sobre el particular; con el 
ánimo de fortalecer los canales y mecanismos 
de participación ciudadana en el Congreso de la 
República, de que trata el capítulo noveno de la 
Ley 5ª de 1992- de la Participación Ciudadana en 
el Estudio de los Proyectos.

Artículo 2º. Adiciónese tres parágrafos 
(Segundo, Tercero y Cuarto) al artículo 230 de 
la Ley 5ª de 1992, el cual quedará así:

Artículo 230. Observaciones a los proyectos 
por particulares. Para expresar sus opiniones 
toda persona, natural o jurídica, podrá presentar 

observaciones sobre cualquier proyecto de ley 
o de acto legislativo cuyo examen y estudio se 
esté adelantando en alguna de las Comisiones 
Constitucionales Permanentes.

La respectiva Mesa Directiva dispondrá los 
días, horarios y duración de las intervenciones, 
así como el procedimiento que asegure la debida 
atención y oportunidad.

Parágrafo 1°. Para su intervención, el 
interesado deberá inscribirse previamente en el 
respectivo libro de registro que se abrirá por cada 
una de las Secretarías de las comisiones.

Cuando se trate del trámite de leyes de 
iniciativa popular a las que se refiere el artículo 
155 de la Constitución Nacional, el vocero 
designado por los ciudadanos podrá intervenir con 
voz ante las plenarias de cada una de las Cámaras 
para defender o explicar la iniciativa. Para este 
propósito el vocero deberá inscribirse ante la 
Secretaría General y acogerse a las normas que 
para su intervención fije la Mesa Directiva.

Parágrafo 2°. Congreso Virtual. El Congreso 
de la República deberá diseñar e implementar 
una plataforma digital que tiene como finalidad 
facilitar la interacción entre ciudadanos y 
Congresistas, permitiendo mecanismos directos 
de participación ciudadana sobre proyectos 
de ley en trámite legislativo, y, según sea el 
caso participar de las consultas públicas que se 
realicen de acuerdo con las normas establecidas 
en la presente ley. Adicionalmente permitiendo 
la opción de manifestarse a favor o en contra y, 
cuando corresponda, de justificar esa posición y 
formular propuestas específicas sobre el particular. 

Parágrafo 3°. Procedimiento. 
1. Se incorporará el “Congreso Virtual”- 

plataforma digital, donde todos los proyectos 
de ley que puedan generar mayor interés 
al ciudadano, la ciudadanía pueda conocer 
todas las propuestas al proyecto de ley, antes 
de dar inicio al correspondiente trámite 
de discusión y aprobación de la iniciativa 
legislativa.

2. La Unidad Coordinadora de Atención 
Ciudadana del Congreso de la República, 
en coordinación con las Oficinas de 
Prensa y Comunicaciones, las Secretarías 
Generales de Senado y Cámara y Secretarías 
de Comisiones, serán las encargadas de 
determinar los proyectos que generan más 
interés en la ciudadanía colombiana, con 
base en todos los pronunciamientos que 
reciban a través de la plataforma digital y del 
tema de interés   e impacto que genere en 
la ciudadanía. Por consiguiente, elaborarán 
un resumen del proyecto de ley en un 
lenguaje claro, como también las preguntas 
relativas a aspectos centrales del mismo que 
serán publicadas para que la ciudadanía se 
pronuncie al respecto. Contarán con el apoyo 
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técnico que determinen las correspondientes 
Secretarías Generales de Senado y Cámara.

3. Cuando se incorpore un nuevo proyecto de 
ley al Congreso Virtual, no solamente se 
debe publicar en el sitio electrónico, páginas 
respectivas de Senado y Cámara, sino también 
se hará difusión de la iniciativa en todos los 
canales de comunicación del Congreso de la 
República, para que la ciudadanía conozca 
de la misma y pueda participar según sea el 
interés.

4. La Unidad Coordinadora de Atención 
Ciudadana del Congreso de la República, 
después de incorporar y publicar en la plataforma 
digital de Congreso Virtual, y concluido el 
plazo fijado para que la Ciudadanía participe 
en los proyectos de interés, sistematizará las 
respuestas y aportes recibidos y las enviará con 
un resumen analítico a la Secretaría de cada 
comisión donde se ha dado inicio al trámite 
del proyecto de ley, con la finalidad de que 
se informe a la comisión sobre los resultados 
obtenidos. Dicho documento será publicado 
en el sitio electrónico institucional y se dejará 
constancia de su resultado en el informe de la 
comisión. 

Parágrafo 4°. Fortalecimiento de la Unidad 
Coordinadora de Atención Ciudadana del 
Congreso de la República.  Se debe disponer del 
recurso humano y tecnológico para fortalecer la 
Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana 
del Congreso de la República, para atender lo 
dispuesto en la presente ley. 

Artículo 3°.  El Congreso de la República, 
tendrá seis (6) meses para reglamentar e 
implementar las disposiciones contempladas en el 
presente artículo.  

Artículo 4°. Vigencia y derogatorias. 
La presente ley rige a partir de la fecha de 
publicación y deroga las disposiciones que le sean  
contrarias.

Cordialmente,

C A R TA S  D E  C O M E N TA R I O S
CARTA DE COMENTARIOS DEL 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PUBLICO A LA PONENCIA PROPUESTA 
PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 383 DE 2023 CÁMARA

por la cual se promueve la donación de alimentos, 
la seguridad alimentaria y se aporta al objetivo 
de “Hambre Cero” en Colombia y se dictan otras 

disposiciones.
3. Despacho Viceministra Técnica
Honorable Congresista
ANDRÉS DAVID CALLE AGUAS
Cámara de representantes
Congreso de la República
Carrera 7 No. 8-68
Ciudad.

Radicado entrada
No. Expediente 45848/2023/OFI

Asunto: Comentarios a la ponencia propuesta 
para segundo debate al Proyecto de Ley No. 
383 de 2023 Cámara, por la cual se promueve la 
donación de alimentos, la seguridad alimentaria 
y se aporta al objetivo de “Hambre Cero” en 
Colombia y se dictan otras disposiciones.

Respetado Presidente:
De manera atenta, el Ministerio de Hacienda 

y Crédito Público presenta los comentarios y 

consideraciones al texto de ponencia propuesto 
para segundo debate al proyecto de ley del asunto 
en los siguientes términos:

El proyecto de ley, de iniciativa parlamentaria, 
de acuerdo con lo contemplado en su artículo 
1°, tiene por objeto “promover la donación de 
alimentos los bancos de alimentos aptos para el 
consumo humano, así como bienes de primera 
necesidad, a los bancos de alimentos que se 
encuentren constituidos como entidades sin ánimo 
de lucro del Régimen Tributario Especial, los 
bancos de alimentos que bajo la misma personería 
jurídica posea la iglesia o confesión religiosa 
reconocida por el Ministerio del Interior o por la 
ley y las asociaciones de bancos de alimentos.”1.

Para la consecución de estos fines, la iniciativa 
propone modificar algunos artículos del Estatuto 
Tributario con el objeto de establecer beneficios 
tributarios a favor de (i) las entidades sin ánimo 
de lucro del Régimen Tributario Especial, (ii) los 
bancos de alimentos que bajo la misma personería 
jurídica posea la iglesia o confesión religiosa 
reconocida por el Ministerio del Interior o por la 
ley, y (iii) las asociaciones de bancos de alimentos, 
así: (a) un descuento en el impuesto sobre la renta 
de máximo un 40% por donaciones de alimentos 
aptos para el consumo humano a los bancos de 
alimentos y del 50% en caso de que la donación 
se realice en estado de emergencia declarada o 
calamidad; (b) estas donaciones estarán excluidas 

1 Gaceta del Congreso número 1017 de 2023. Página 7
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del impuesto sobre las ventas y del impuesto al 
consumo; (c) asimismo, estarán excluidos del 
impuesto al consumo las bolsas destinadas a 
empacar, embalar, transportar donaciones de 
alimentos aptos para el consumo humano, así 
como bienes de primera necesidad.

Dicho lo anterior, respecto de la propuesta 
de conceder un descuento tributario sobre el 
impuesto de renta hasta del cuarenta por ciento 
(40%) del valor donado, es necesario resaltar que 
actualmente las personas naturales o jurídicas 
privadas, públicas, nacionales o extranjeras, 
que se dediquen a la producción agropecuaria, 
industrial, y comercialización de alimentos aptos 
para el consumo humano, y que los entreguen 
a título gratuito a organizaciones sin ánimo de 
lucro legalmente constituidas, tienen derecho 
a un descuento en el impuesto sobre la renta, 
equivalente al 25% del valor donado en el año 
o período gravable, en los términos del artículo 
257 del Estatuto Tributario. El costo fiscal de la 
extensión del beneficio propuesto, adicionalmente 
se ampliaría como consecuencia de la extensión 
de los sujetos que serían beneficiarios del mismo. 
Lo anterior, en la medida en que los descuentos 
tributarios son incentivos que permiten descontar, 
en este caso, un alto porcentaje del valor donado 
en el año o periodo gravable directamente del 
impuesto sobre la renta. En esta medida, dichos 
descuentos disminuyen el valor a pagar por 
concepto de este impuesto, reduciendo la carga 
tributaria del contribuyente.

A su vez, la propuesta permitiría que se 
descuente el valor de los “gastos necesarios” 
vinculados con las donaciones sin limitación ni 
condicionamiento alguno, dejando un amplio 
margen de interpretación tanto para el operador 
como para el contribuyente.

De otra parte, la propuesta de excluir como 
hecho generador del impuesto nacional al 
consumo de bolsas plásticas las destinadas a 
transportar donaciones de alimentos aptos para 
el consumo humano, realizadas a los bancos de 
alimentos allí señalados, no tiene presente que el 
hecho generador solo se da en la entrega de las 
bolsas plásticas para cargar o llevar los productos 
por el consumidor final.

Por otro lado, respecto del informe anual que 
deberá presentar la DIAN, de las donaciones de 
alimentos aptos para el consumo, así como bienes 
de primera necesidad, a los bancos de alimentos 
que se encuentren constituidos como entidades sin 
ánimo de lucro del Régimen Tributario Especial, 
se indica que de conformidad con el Decreto 
número 1742 de 20202, dentro de las competencias 
consagradas a dicha entidad, no se encuentra la 
obligación de presentar informes de la naturaleza 

2 por el cual se modifica la estructura de la Unidad Adminis-
trativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacio-
nales.

prevista en el artículo 6° de la iniciativa, razón por 
la cual, respetuosamente se sugiere su eliminación.

En cuanto a la propuesta de que el beneficio 
estipulado en el artículo 2° del presente proyecto 
de ley se excluya de la aplicación del parágrafo 6° 
del artículo 240 del Estatuto tributario, se considera 
inconveniente, dado que lo planteado contribuye 
a erosionar la base gravable. Lo anterior, en la 
medida en que la disposición consagrada en dicho 
parágrafo 6 busca proteger la base gravable al 
consagrar una tasa mínima de tributación para los 
contribuyentes del impuesto sobre la renta de los 
artículos 240 y 240-1 del Estatuto Tributario.

Ahora bien, es preciso resaltar que el año 
pasado fue sancionada la Ley 2277 de 20223 
cuyo articulado busca, entre otras cosas, 
“lograr la consecución suficiente de recursos 
para financiar el fortalecimiento del sistema de 
protección social”4, lo cual se alcanza “a través 
de ajustes al sistema tributario, que permiten 
avanzar en materia de progresividad, equidad, 
justicia, simplicidad y eficiencia”5. La iniciativa 
tuvo como objetivo reducir sustancialmente 
las exenciones que existen en el régimen del 
impuesto de renta de personas naturales, que 
benefician fundamentalmente a los contribuyentes 
de más altos ingresos, así como la eliminación de 
exenciones y descuentos que generan asimetrías 
injustificadas en sectores productivos.

Esta ley contiene la política tributaria y fiscal 
actual del país que regirá para el cumplimiento 
de los deberes Constitucionales y planes de 
Gobierno que regirán en adelante, consignados 
principalmente en el Plan Nacional de Desarrollo. 
De manera que cualquier ajuste a esta política 
requiere la evaluación del impacto sobre la misma, 
especialmente sobre las finanzas públicas y el gasto 
social, debido a que con ésta se espera recaudar 
recursos adicionales por $17,5 billones en el 2023.

Además, la ley en comento incluyó, por ejemplo, 
en los artículos 513-1 y 513-6, los parágrafos 5° 
y 4°, respectivamente, los cuales disponen que 
no se constituye como hecho generador de las 
bebidas ultraprocesadas azucaradas y productos 
comestibles ultraprocesados industrialmente y/o 
con alto contenido de azúcares añadidos, sodio 
o grasas saturadas, la donación por parte del 
productor o importador cuando se realice a los 
bancos de alimentos que se encuentren constituidos 
como entidades sin ánimo de lucro del Régimen 
Tributario Especial o los bancos de alimentos que 
bajo la misma personería jurídica posea la iglesia 
o confesión religiosa reconocida por el Ministerio 
del Interior o por la ley, y que, dicho tratamiento 
también será aplicable a las asociaciones de 
bancos de alimentos. Por lo anterior, se observa 
dentro del ordenamiento jurídico, ya se encuentran 

3 Por medio de la cual se adopta una reforma tributaria para 
la igualdad y la justicia social y se dictan otras disposicio-
nes.

4 Gaceta del Congreso número 917 de 2022.
5 Gaceta del Congreso número 917 de 2022.
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disposiciones que plantean beneficios a los 
productores o importadores por la donación a los 
bancos de alimentos.

Bajo este escenario, las medidas planteadas 
presentan un impacto fiscal que no está cuantificado 
en el proyecto de ley y que puede llegar a afectar 
los recursos contemplados para el financiamiento 
de las políticas públicas del Gobierno nacional en 
su actual vigencia y las consignadas en el Plan 
Nacional de Desarrollo, recientemente aprobado6. 
De igual manera, se debe tener en cuenta que 
cualquier iniciativa de política pública deberá 
cumplir con las disposiciones del Marco Fiscal 
de Mediano Plazo (MFMP) estipulado en la Ley 
819 de 20037 y el pleno cumplimiento de la Regla 
Fiscal establecida por la Ley 1473 de 20118 y 
modificada por la Ley 2155 de 20219.

Dado el impacto fiscal que podrían representar 
las propuestas, la iniciativa bajo estudio debe dar 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 7° de la 
Ley 819 de 2003, que establece todo Proyecto de 
ley, a través de sus autores y ponentes, debe hacer 
explícita su compatibilidad con el Marco Fiscal 
de Mediano Plazo, y debe incluir expresamente 
en la exposición de motivos y en las ponencias 
de trámite respectivas, los costos fiscales de la 
iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada 
para el respectivo financiamiento.

De otra parte, es preciso destacar que el 
proyecto de ley podría resultar inconstitucional, 
dado que, de conformidad con el artículo 154 de la 
Constitución política, por iniciativa del Gobierno 
nacional sólo se podrán dictar o reformar las leyes 
que tengan como propósito decretar exenciones de 
impuestos, contribuciones o tasas nacionales y en 
caso de que cursen en el Congreso de la República 
proyectos de ley de iniciativa parlamentaria con 
dicho contenido, deberán contar con el aval del 
Gobierno nacional, representado en esta Cartera 
Ministerial en materia tributaria, conforme a sus 
competencias10, tal como lo ha determinado la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional11.

Finalmente, este Ministerio resalta la 
importancia que resulta para este Gobierno 
de avanzar en una política pública de derecho 
humano a la alimentación. Así ha quedado 
expuesto en la Ley 2294 de 202312, de iniciativa 

6 Ley 2294 de 2023 “Por el cual se expide el plan nacional 
de desarrollo 2022- 2026 “Colombia potencia mundial de 
la vida”.

7 Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de pre-
supuesto, responsabilidad y transparencia fiscal y se dictan 
otras disposiciones.

8 por medio de la cual se establece una regla fiscal y se 
dictan otras disposiciones.

9 por medio de la cual se expide la ley de inversión social 
y se dictan otras disposiciones.

10 Decreto número 4712 de 2008 “Por el cual se modifica la 
estructura del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.”

11 Ver sentencia C- 821 de 2011, entre otras.
12 Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022-

2026 “Colombia potencia mundial de la vida”

de este Ministerio, el cual estipula en su artículo 
3°, como eje de transformación, el derecho 
humano a la alimentación, el cual busca que las 
personas puedan acceder, en todo momento, a una 
alimentación adecuada, a través de tres pilares: 
disponibilidad, acceso y adecuación de alimentos, 
de manera que se establecen las bases para que 
progresivamente se logre la soberanía alimentaria. 
Para estos efectos, por ejemplo, los artículos 67, 
213, 215 y 216 : (i) crean la transferencia “hambre 
cero” que hará parte del sistema de trasferencias 
con el fin de garantizar el derecho humano a la 
alimentación de la población en pobreza y en 
extrema pobreza; (ii) efectúan modificaciones a la 
comisión intersectorial de seguridad alimentaria 
y nutricional; (iii) crean el Sistema Nacional de 
Seguimiento y Monitoreo para la Superación de 
la Malnutrición, y (iv) crean el Sistema Nacional 
para la Garantía Progresiva del Derecho a la 
Alimentación y Programa Hambre Cero.

Por lo expuesto, esta Cartera Ministerial se 
abstiene de emitir concepto favorable al proyecto 
de ley del asunto y manifiesta la disposición de 
colaborar con la actividad legislativa dentro de 
los parámetros Constitucionales y legales de 
disciplina fiscal vigentes.

Cordialmente,

* * *
CARTA DE COMENTARIOS DEL 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PUBLICO AL TEXTO DE PONENCIA 
PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 397 
DE 2023 CÁMARA ACUMULADO CON EL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 400 DE 2023 

CÁMARA
por medio de la cual se establecen medidas para el 

fomento y salvamento del turismo en Colombia.
3. Despacho Viceministra Técnica
Honorable Representante
ANDRÉS DAVID CALLE AGUAS
Cámara de Representantes
Congreso de la República
Carrera 7 No. 8 – 68
Ciudad.

Radicado entrada
No. Expediente 45847/2023/OFI

Asunto: Comentarios al texto de ponencia 
propuesto para segundo debate al Proyecto de 
Ley número 397 de 2023 Cámara acumulado 
con el Proyecto de Ley número 400 de 2023 
Cámara, por medio de la cual se establecen 
medidas para el fomento y salvamento del turismo 
en Colombia.
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Respetado Presidente:
De manera atenta, en respuesta a la solicitud 

de emitir concepto de impacto fiscal elevada por 
los honorables Representantes Olmes de Jesús 
Echavarría de la Rosa y Etna Támara Argote 
Calderón, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 
7° de la Ley 819 de 20031, se presentan los 
comentarios y consideraciones del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público al texto de ponencia 
propuesto para segundo debate al proyecto de ley 
del asunto, en los siguientes términos:

El proyecto de ley, de iniciativa parlamentaria, 
tiene por objeto “(...) establecer medidas en 
materia tributaria para el fomento y salvamento 
del turismo como eje central del desarrollo 
territorial y social del país en beneficio de todos 
los colombianos.”2

Para el efecto, propone: (i) reducir la tarifa del 
IVA al 5% para los tiquetes aéreos de pasajeros, 
servicios conexos y de la tarifa administrativa 
asociada a su comercialización; (ii) reducir la 
tarifa del IVA al 5% para la gasolina de aviación 
Jet A1 y/o gasolina de aviación 100/130; (iii) 
excluir del IVA a los servicios de turismo, 
alojamiento, hospedaje y sus complementarios 
o conexos que se desarrollen al interior de los 
departamentos de Amazonas, Caquetá, Guainía, 
Guaviare, Putumayo, Vaupés, Arauca, Casanare, 
Meta, Vichada, Chocó y San Andrés, Providencia 
y Santa Catalina y determinar que los efectos 
tributarios de la exclusión aplicarán hasta el 31 
de diciembre de 2026 para los tiquetes aéreos de 
pasajeros, servicios conexos y tarifa administrativa 
asociada a la comercialización, cuando el destino 
u origen sea el departamento de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina; (iv) establecer una 
exención transitoria del IVA para la prestación de 
los servicios de hotelería y de turismo a residentes 
en Colombia; y, (v) reducir transitoriamente las 
tarifas del impuesto nacional al consumo en el 
expendio de comidas y bebidas al 0%.

Expuestas así las medidas que pretende 
implementar la iniciativa, a continuación, se 
presenta la estimación del costo fiscal de cada una 
de ellas.

1 por la cual se dictan normas orgánicas en materia de pre-
supuesto, responsabilidad y transparencia fiscal y se dic-
tan otras disposiciones.

2 Gaceta del Congreso de la República número 963 de 
2023, Pág. 22.

En total, las propuestas contempladas en el 
proyecto de ley generarían costos fiscales, entre 
el 2023 y el 2026, cercanos a los $39,17 billones 
de pesos, afectando el financiamiento del gasto e 
inversión social del Gobierno nacional proyectados 
en el Marco Fiscal de Mediano Plazo de 2023.

Dada la naturaleza de las medidas que busca 
implementar el proyecto de ley, es importante 
destacar que la Ley 2277 de 20223, de iniciativa 
de este Ministerio, tuvo como objetivo reducir 
sustancialmente las exenciones y descuentos 
que generan asimetrías injustificadas en sectores 
productivos. Esta ley contiene la política tributaria y 
fiscal actual del país que regirá para el cumplimiento 
de los deberes Constitucionales y programas 
de Gobierno que aplicarán en adelante y que se 
encuentren consignados principalmente en el Plan 
Nacional de Desarrollo. De manera que cualquier 
ajuste a esta política debe consultar el espíritu de ésta 
y requiere evaluación del impacto que tendría sobre 
la misma, especialmente, sobre las finanzas públicas 
y el gasto social, debido a que con la política tributaria 
actual se espera recaudar recursos adicionales por 
valor de $17,5 billones de pesos en 2023.

Sin perjuicio de lo anterior, de conformidad 
con el artículo 154 de la Constitución Política, 
los proyectos de ley que decreten exenciones de 
impuestos, contribuciones o tasas nacionales son 
de iniciativa exclusiva del Gobierno nacional y 
por ende requieren contar con su aval durante el 
trámite legislativo. En consecuencia, en caso de 
insistirse en la iniciativa del asunto sin contar 
con el aval del Gobierno nacional, representado 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
en materia fiscal y tributaria4, corre el riesgo de 
incurrir en un vicio de inconstitucionalidad.

Cabe indicar que, en consideración a los fines 
perseguidos en el proyecto de ley, se indica 
que la prestación de servicios excluidos de IVA 
imposibilita tomar como descontable el IVA 
generado, lo que hace que no se pueda recuperar 
en un 100% y solo una fracción de éste se 
recupere vía deducción, por registrarse como un 
mayor valor del costo o gasto, situación que puede 

3 por medio de la cual se adopta una reforma tributaria para 
la igualdad y la justicia social y se dictan otras disposi-
ciones.

4 Decreto número 4712 de 2008. por el cual se modifica la 
estructura del ministerio de hacienda y crédito público.
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llegar a representar un alza en los costos para la 
prestación del servicio.

Adicionalmente, resulta necesario que las 
medidas propuestas se analicen a la luz de los 
beneficios para el transporte aéreo que actualmente 
están dispuestos en el numeral 10 del artículo 476 
del Estatuto Tributario, norma que establece la 
exclusión del IVA para el servicio de transporte aéreo 
nacional de pasajeros con destino o procedencia 
de rutas nacionales donde no exista transporte 
terrestre organizado, y extiende la exclusión al 
transporte aéreo turístico con desino o procedencia 
al departamento de La Guajira, y los municipios 
de Nuqui, Mompox, Tolú, Miraflores y Puerto 
Carreño en los departamentos de Chocó, Bolívar, 
Sucre, Guaviare y Vichada, respectivamente. Lo 
anterior, a efectos de determinar la necesidad de 
algunas disposiciones del proyecto de ley y de 
evitar duplicidad normativa.

Finalmente, es preciso señalar que, de 
conformidad con el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, 
la iniciativa debe hacer explícita su compatibilidad 
con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, y debe 
incluir expresamente en la exposición de motivos y 
en las ponencias de trámite respectivas, los costos 
fiscales y la fuente de ingreso adicional generada 
para el respectivo financiamiento5.

5 Mediante sentencia C-075 de 2022, declaró la inexequibi-
lidad de la Ley 2075 de 2022 por vulnerar el artículo 7° de 
la Ley Orgánica 819 de 2003 y los artículos 151 y 352 de 
la Constitución Política, al incumplir el deber de conside-
rar en el proyecto de ley: i) el impacto fiscal de las medidas 
de gasto; ii) los efectos fiscales del PL; y iii) su fuente de 
financiación, por lo cual, la inobservancia de lo anterior 
podría conllevar un riesgo de inconstitucionalidad.

Por lo expuesto, este Ministerio se abstiene 
de emitir concepto favorable, no sin antes 
manifestar la disposición de colaborar con la 
actividad legislativa dentro de los parámetros 
Constitucionales y legales de disciplina fiscal 
vigente.
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